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			CAPÍTULO 1

			
INTRODUCCIÓN, JUSTIFICACIÓN E INTERÉS DEL TEMA

			El estudio del indulto y la amnistía no ha carecido de interés entre nuestra doctrina penalista. Como tendremos ocasión de ver, ha habido bastantes trabajos que se han ocupado de estudiar los diferentes aspectos de estas instituciones configuradoras de lo que, en sentido genérico, se ha venido en llamar el derecho de gracia. Algunos de ellos, incluso, han tratado aspectos históricos y evolutivos de su aplicación a lo largo del tiempo, desde muy diversos períodos y puntos de vista. No podemos pasar por alto para resaltar el interés del tema, que durante muchos años el ministerio competente con las materias relacionadas con la justicia, se denominó Ministerio de Gracia y Justicia, lo que conlleva elevar la aplicación de estas medidas a una parte sustancial de la gestión delegada del gobierno en esa materia.

			A pesar de ese interés, en mi opinión, no había un estudio legislativo completo sobre indultos y amnistías que abarcase los últimos doscientos años, los de vida política más agitada, que todavía tienen un impacto en nuestra memoria colectiva y en parte de nuestra vida política. Por supuesto que había referencias históricas, como he dicho, en muchos de los trabajos que hemos de manejar, pero faltaba esa visión de conjunto. No puede decirse lo mismo de los estudios que se han ocupado de la concesión de medidas de gracia a la luz de la Constitución de 1978, y que han abordado, conforme al derecho presente, su ejercicio manifestando opiniones favorables y contrarias a su persistencia en nuestro sistema jurídico, como indicaré. En este sentido de análisis constitucional del ejercicio del derecho de gracia, en la actualidad hay que destacar el libro de César Aguado Renedo, Problemas constitucionales del ejercicio de la potestad de gracia y el de Rosario García Mahamut, El indulto. Un análisis jurídico-constitucional. Con anterioridad a ambos y en el fragor de la Transición, el de Enrique Linde Paniagua, Amnistía e indulto en España.

			A ellos me referiré más adelante, pero ahora importa destacarlo para explicar la razón del periodo histórico estudiado. El libro que el lector tiene en sus manos finaliza con la concesión por Franco del indulto de 9 de octubre de 1945. El sentido de elegir ese acto legislativo es porque con él se ponía fin a la primera etapa, la más dura, de la dictadura franquista. Luego vendrían otros indultos que irían en la línea de este, tratando de liberar la presión carcelaria y recuperar cierta normalidad social o bien se concederían para conmemorar determinados fastos como la ratificación de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado en 1947; el de 9 de diciembre de 1949, por la proximidad del año santo; el de primero de mayo de 1952, con motivo de la celebración del Congreso eucarístico internacional de Barcelona; el de 25 de julio de 1954, con motivo del año jacobeo; el de 31 de octubre de 1958, por el inicio del papado de Juan XXIII; el de 11 de octubre de 1961, por el veinticinco aniversario del ascenso a la Jefatura de Estado de Franco; el de 24 de junio de 1963, por el comienzo del papado de Pablo VI; el de 1 de abril de 1964, con motivo de los «XXV años de paz»; el de 22 de julio de 1965, por el año jubilar compostelano; y, finalmente, el de 10 de noviembre de 1966, con motivo del treinta aniversario del inicio de la Guerra Civil. Todos mantienen unas similares características y contenido, y responden a unas motivaciones religiosas y de afirmación del régimen que se mantienen a lo largo de esa oscura y triste época de la historia de España. Nunca comportaron las consecuencias propias de una amnistía, porque nunca se quiso borrar la huella del «delito» que ese régimen había creado y que pretendió marcar de modo indeleble en sus víctimas. Todos ellos han sido recogidos por los autores desde el punto de vista que les otorgaba su posición desde la Transición. Dichos autores los miraban como modelo contrapuesto al Nuevo Régimen que inauguraba la Constitución de 1978.

			El período estudiado se inicia con el comienzo del siglo XIX, con el objeto de abordar la evolución del indulto y la amnistía en los orígenes del constitucionalismo, pero para ello es necesario arrancar desde los estertores legislativos del Antiguo Régimen en esta materia. No es un aporte exhaustivo el que se ofrece de la legislación borbónica del siglo XVIII, pero sí el necesario para situarnos a las puertas del constitucionalismo español que planteará un intento de modular la prácticamente ilimitada, hasta ese momento, configuración de la gracia regia.

			Cuando este libro ve la luz, las vicisitudes de la regulación, con la continuidad de la vigente la Ley «provisional» de 1870, y, sobre todo, de la aplicación del indulto, siguen presentes en nuestra realidad política. La concesión de indultos particulares a los condenados por los hechos de octubre de 2017 en Cataluña o la posible a los expresidentes de la Junta de Andalucía vuelven a poner de actualidad la pertinencia o no de esta medida de gracia. Basta con consultar la hemeroteca, para comprobar que el punto de vista, favorable o no en relación con los indultos que afectan a cargos políticos condenados, depende fundamentalmente de quién ocupe el gobierno y quiénes sean los indultados. Y, por supuesto, de quién esté en la oposición. Sin duda, es un elemento más de confrontación política desdibujado por el criterio partidista y no por su valoración jurídica, su naturaleza jurídica y su consideración de instrumento para ajustar la aplicación de la legalidad a los principios de la justicia.

			Si miramos el pasado que vamos a estudiar, vemos que los cambios de régimen favorecen el indulto general o la amnistía de aquellos que se consideran víctimas del aparato político y judicial del régimen anterior. Esa es una perspectiva que estará muy presente a lo largo de estas páginas. Cuando el aparato judicial es una parte fundamental del ejercicio del poder, a la caída de este, se hace precisa la recomposición de muchas de las medidas que aquel adoptó. Esa fue una lógica que tuvo su razón de ser en una época que deberíamos dar por agotada. Sin embargo, a veces ocurre hoy que el funcionamiento de la Administración de Justicia en los delitos de contenido o consecuencias políticas, empieza a estar tan comprometido con el poder político, que las medidas de gracia, aún de carácter individual porque así lo establece la Constitución, parecen venir a corregir dicho funcionamiento en alguna medida partidista. La crisis del gobierno del tercer poder del Estado está minando las bases de la confianza en el mismo y en ocasiones retrotrae a situaciones que parecían superadas y que podremos rememorar en estas páginas.

			Como digo más adelante, el origen del perdón o la gracia es consustancial al ser humano. No es una institución de reciente creación ni de corto recorrido, pero su vigencia hoy día resulta en ocasiones contradictoria con un sistema de división de poderes en el que, desde el plano puramente teórico, parecería no tener cabida. Por ello el tema elegido quiere aportar la validez del elemento histórico para tratar de comprender qué motivaciones mueven hoy día al legislador para mantener su actual delimitación y, sobre todo, al poder ejecutivo para su aplicación.

			En aquellos monarcas del Antiguo Régimen, e incluso en alguno de nuestros Borbones del XIX, donde la aplicación de la ley ya no es tanto una función del monarca cuanto de su administración, todavía la gracia es comprendida como una parte de la «justicia retenida» que pertenece al rey, frente a lo que se entiende como «justicia delegada» por aquel a los jueces1. En ningún caso deberíamos entenderlo de ese modo en un régimen de separación de poderes como el actual, pero su utilidad «en calidad de instrumento de política criminal puede llegar a ser extraordinaria como válvula de escape, evitando tensiones sociales e incluso políticas que podrían resultar muy difíciles de soportar»2, aunque en ocasiones esconde razones de eficacia política como también nos lo recuerda, por ejemplo, el indulto a terroristas o los recientes del intento de proceso independentista en Cataluña. En todo caso, conviene recordar que no es una institución ajena a otros sistemas jurídicos continentales y que su aplicación y las reflexiones en torno a su empleo son constantes en las diferentes realidades de otros países3.

			Sobre la virtualidad del indulto en el presente con lazos muy estrechos con el pasado, conviene no olvidar que no hace tanto, en plena vigencia de nuestra democracia ya como régimen muy asentado, y casi veinticinco años después de la entrada en vigor de la Constitución del 78, el gobierno de José María Aznar concedió el indulto más amplio que se ha otorgado desde la entrada en vigor del régimen constitucional. Siguiendo la estela de la tradición de conceder indultos a instancias papales, la Conferencia episcopal italiana propuso una amnistía en el país transalpino con motivo del año jubilar cristiano del 2000. Casi como los que concedió, por ejemplo, Franco o como los que la Iglesia propugnó a lo largo de los siglos. El papa Juan Pablo II solicitó a todos los gobiernos del mundo una rebaja generalizada de condenas con tal motivo4.

			Pudiera parecer que el tiempo se hubiese detenido en el pasado y, obviando completamente el carácter aconfesional del Estado y el principio de división de poderes consagrados en nuestra Constitución, el Consejo de ministros de fecha 1 de diciembre de 2000, concedió de modo «espectacular», en palabras de Aguado, 1.443 reales decretos de indulto, que entonces fueron considerados como un indulto o amnistía general encubierta. En palabras del que era Ministro de Justicia e Interior del gobierno de Aznar, Ángel Acebes, que compareció a petición propia ante la Comisión de Justicia e Interior del Congreso de los Diputados para informar sobre los indultos citados, afirmó que se trataba de acuerdos (en plural) del Consejo de ministros adoptados de forma extraordinaria para conceder individualmente «en una misma sesión, indulto total o parcial, según los casos, a un colectivo amplio de personas que así lo tenían solicitado». Para justificar esta amplísima medida acordada en un solo día, contrapuso en su intervención los datos medios de indultos anuales que oscilaban alrededor de los 1.500 indultos individuales por año. La justificación para un solo día no parecía con demasiado sustento, pero también indicó que había una acumulación de expedientes de solicitud sin resolver desde su llegada al cargo. En todo caso este era «un gesto de generosidad del Estado en un momento particularmente especial y relevante». Y lo era porque habían:

			«confluido para ello dos acontecimientos excepcionales en el presente año, el cambio de milenio y la petición formulada por la Santa Sede a todos los gobiernos del mundo en el año jubilar a partir del mensaje para el jubileo en las cárceles, que fue dirigido por el Papa el pasado día 24 de julio, que implora a los responsables de los Estados un signo de clemencia, expresión de sensibilidad hacia su condición, que fue reiterado luego el 3 de noviembre de 2000. Como se dice en el documento de la Conferencia episcopal redactado al efecto, se trata de acceder con mayor amplitud a las solicitudes de indulto formuladas y eso es exactamente lo que hemos hecho. Por eso… se ha adoptado este acuerdo de forma muy significativa en el último Consejo de ministros anterior a la celebración de vigésimo segundo aniversario de la Constitución y a escasas fechas de las fiestas de Navidad sugeridas por la propia Conferencia episcopal del milenio».

			Estas palabras hablan por sí solas de los dos hechos que justificaron estas medidas: el cambio de milenio, argumento propio de los tiempos ancestrales de la influencia mágico-religiosa de los astros y sus ciclos, y el seguimiento de las peticiones de la jerarquía de la Iglesia católica. A ellas trató de añadírseles, quizá con el propósito de rebajar su importancia exclusiva, el veintidós aniversario de la Constitución y la proximidad de la Navidad. A reglón seguido, el Ministro reconocía que «se ha ridiculizado, incluso, por algunas voces críticas el valor simbólico de estas justificaciones», lo que reflejaba que había en quienes «se ríen y en los que se mofan… una predisposición partidista [contraria] para celebrar con el conjunto de la sociedad acontecimientos generadores de satisfacción y de orgullo colectivo…»5.

			Poco más se puede añadir para enmarcar, en mi opinión, la justificación a una medida que resultaba anacrónica y que justifica la repugnancia que en algunos penalistas generan los indultos generales —aunque este se disimuló en la formula masiva de individuales— y la amnistía en un Estado de Derecho.

			Por el contrario, en el siglo XXI Los indultos particulares, como manifestación del ejercicio de gracia constitucionalmente reconocido y sometido a procedimiento, sí gozan de un apoyo mayoritario y de escasos detractores. Aunque la labor de los gobiernos, titulares del ejercicio, no ha estado, está, ni estará exenta de sospecha, «ante la imposibilidad material de deslindar lo discrecional de lo arbitrario en sus decisiones»6. Quizá debería ser en la delimitación jurídica de la capacidad discrecional del gobierno donde deban situarse en el derecho presente las claves para un mejor uso de las medidas de gracia, huyendo de toda arbitrariedad con la que en muchas ocasiones de la historia se había ejercido este derecho.

			Siguiendo la tradición de algunos estudios jurídicos del siglo XIX, después de un estudio monográfico de alguna institución, en ocasiones se incluía como anexo un caso o casos concretos y significativos en relación con la figura jurídica estudiada. Así, me ha parecido oportuno ofrecer al lector un caso muy político de indulto particular concedido a un alcalde de un pequeño pueblo de Puerto Rico, en el que estuvieron en liza los intereses de los partidarios del autonomismo y los defensores de los intereses del gobierno central. Por supuesto, un caso concreto no es posible elevarlo a categoría general, pero este presenta perfiles que lo hacen muy interesante para comprobar la aplicación de la legislación vigente, la ley de 1870, en la época de estos sucesos que van de 1891 a 1893 y, junto a ello, la actuación de las autoridades gubernativas interviniendo con arbitrariedad en la protección de algunos de sus partidarios políticos. Tal y como si el tiempo, también en el siglo XIX igual que en el XXI, fuese el mismo entonces y ahora.

			
				
					1 AGUADO RENEDO, C., Problemas constitucionales del ejercicio de la potestad de gracia, Civitas, Madrid, 2001, pp. 27-28.

				

				
					2 Ibíd., p. 35.

				

				
					3 GONZÁLEZ CUSSAC, J. L., «El indulto: una institución histórica e históricamente cuestionada», en Teoría y Derecho. Revista de pensamiento jurídico, n.º 30, 2021, pp. 10-23.

				

				
					4 Tomo el dato de AGUADO RENEDO, Problemas…, cit., su nota 6, p. 27, que se topó con estos hechos justo cuando estaba concluyendo su libro, por lo que es de suponer no le dio tiempo a un análisis más detenido. Con posterioridad, y ya transcurrido algo más de tiempo, también la facilita en la introducción de su libro GARCÍA MAHAMUT, R., El indulto. Un análisis jurídico-constitucional, Marcial Pons, Madrid, 2004, pp. 19-20.

				

				
					5 Diario de sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión de Justicia e Interior de 13 de diciembre de 2000, n.º 12, pp. 3500 y ss.

				

				
					6 GARCÍA MAHAMUT, El indulto…, cit., pp. 21-22 y 24.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
LA CONCEPTUALIZACIÓN DE LA GRACIA, EL INDULTO Y LA AMNISTÍA

			
2.1. Apuntes sobre el estado de la cuestión

			La mayor parte de los trabajos que abordan el indulto y la amnistía y que incorporan una introducción histórica al mismo, siempre suelen empezar hablando de su origen remoto que se encuentra incluso en las culturas más antiguas. Entre los autores españoles, el que cuenta esos orígenes y su evolución histórica primigenia es Dorado Montero1. En nuestros días, las mejores referencias a ese origen en el mundo egipcio, en la Biblia o en el pensamiento clásico ilustrado las aporta Aguado Renedo, que afirma al respecto sobre la institución de gracia que es «una institución clásica que se remonta a los más pretéritos tiempos en los que, al parecer, era concebida como un atributo de la divinidad»2. No es nuestro objetivo remontarnos a esa remota raíz, pero baste señalar ya que, como toda institución ligada al poder de la monarquía y como esencia de esta, la cultura histórico-jurídica siempre la reviste de una componente de naturaleza casi divina, precisamente para contraponer el poder de ese monarca al de una justicia humana que es falible3.

			Apunta Linde Paniagua4 que no puede hablarse de la existencia en el pensamiento histórico español de una teoría propia sobre la clemencia —utiliza este término—, sino que recibió las influencias del pensamiento que dominaba las corrientes europeas. El estado de la cuestión, según él, era el de la existencia de una única monografía, aunque realmente es el estudio monográfico en dos artículos, de Concepción Arenal de 18795. Después aparecería una monografía del sacerdote Jerónimo Montes6 que la escribió, según dijo, a raíz de la ejecución de cuatro anarquistas en la ciudad de Jerez. En esa obra analiza la pena de muerte en perspectiva histórica y filosófica y luego aborda el derecho de indulto desde su conceptualización filosófica hasta su aplicación práctica y los abusos de su ejercicio. Después, ya en el siglo XX, encontramos los trabajos de Pedro Dorado Montero7 donde estudia el carácter tuitivo y protector de ese derecho. Y, finalmente, destaca a Fernando Cadalso que al abordar el análisis de la libertad condicional, a la que dedica la mayor parte de su libro, también estudió el indulto y la amnistía8. Durante el franquismo, según Linde, no se publicó monografía alguna en contraste con otros países europeos donde ha habido un mayor debate doctrinal sobre la cuestión.

			Siguiendo a este autor9, de los que se ocuparon del tema desde un punto de vista iusfilosófico, pueden considerarse en primer lugar los detractores, entre los que sitúa a los ilustrados más representativos como Beccaria, Kant, Servan, Pastoret, Dompierre, Bentham, Feuerbach y Filangeri, que solo reconocían valor al derecho legislado y pretendían poner fin a la discrecionalidad del monarca del Antiguo Régimen y cuyas doctrinas tuvieron escaso recorrido en la legislación inmediatamente posterior. Luego, en el siglo XIX, aparecerán «duras críticas a la clemencia» en el seno de las escuelas correccionalista y positiva o antropológica italiana. Concepción Arenal se adscribiría a la primera10. En tanto que Dorado y Cadalso pueden adscribirse a la segunda. Mucho más abundantes fueron los defensores de la institución, entre los que se encuentran como más destacados Montesquieu, Leuder o Sthal que defienden su utilidad por razón de prudencia política, por la necesidad de que los ciudadanos perciban el sentimiento de benignidad, como atributo innato a la soberanía, como instrumento corrector del rigor de la justicia y, sobre todo, como mecanismo para perfeccionar o corregir la estricta aplicación de la ley general adecuándola a las circunstancias del caso y la persona concreta. Aunque esto no sea predicable de los supuestos de gracia de carácter general, que más bien responden a necesidades derivadas de los cambios políticos11.

			No obstante ello, también sus partidarios reconocen la existencia de abusos en su empleo, aunque ello no debiera ser óbice para su mantenimiento aun cuando, como nos recuerda Montesinos, debe utilizarse «justamente». Así que podría decirse que los detractores abogan por su eliminación y los defensores por la justicia en su aplicación.

			En todo caso, no puede afirmarse que haya habido ausencia de estudios más o menos amplios sobre la cuestión, los cuales iremos viendo a lo largo de estas páginas. Es preciso destacar, para un periodo muy anterior al abordado en este libro, el trabajo de Salustiano de Dios12. Y dentro de los que aportan una visión histórica monográfica de esta institución el de José González Zalacaín13. También el libro colectivo coordinado por Fernando Molina14, el de Rosario García Mahamut15, la monografía de José Enrique Sobremonte y Manuel Cobo del Rosal16, contienen algunas referencias históricas que no en todos los casos han sido de utilidad a mi estudio. Interesante para la configuración conceptual resulta el espléndido libro de César Aguado Renedo17 que, empero, no tiene como principal objeto el desarrollo histórico, pero sí ofrece interesantes aportaciones sobre la naturaleza histórica de la gracia.

			Esto por lo que se refiere a estudios monográficos publicados como tales, la relación de artículos aparecidos en revistas es numerosa, abordado distintos perfiles del indulto, la amnistía o la gracia en general. De estos los que nos han parecido más apropiados a nuestro objeto se encuentra citados en estas páginas. Finalmente hay algunas tesis doctorales inéditas que han tratado el tema también desde diferentes perspectivas, pero destaco la de Ireneo Herrero18 del año 2012 que aunque no profundiza en el estudio de la legislación histórica sí ha sido útil como referente cronológico en muchas ocasiones.

			
2.2. El concepto de gracia, indulto general, indulto particular y amnistía

			Podemos decir, en primer término, que existe cierta falta de homogeneidad en la doctrina histórica a la hora de utilizar estos conceptos. De modo que, para aproximarnos a una más nítida conceptuación de la gracia hay que afirmar que, en general, es utilizado como la expresión de un género en el que van incluidas diversas especies19, que pueden ser el indulto general, el particular y la amnistía. La clemencia abarcaría aún un concepto más amplio que excedería a la caracterización puramente jurídica, entrando en planos de la moral, los valores religiosos o trascedentes o incluso la configuración de la monarquía como ente supremo tuitivo de los súbditos. La clemencia no es la renuncia a la potestad sancionadora sino que más bien es el ejercicio de una potestad del soberano que está incluso por encima del Estado20. Dejaremos, como hace Escriche21, la utilización de este concepto para centrarnos en la configuración penal de los otros términos recogidos comúnmente en los textos legislativos que habremos de estudiar.

			Un primer acercamiento al concepto histórico de los términos planteados podemos obtenerlo del maestro Escriche. Al abordar el concepto de gracia aporta varias acepciones. En la primera de ellas «como beneficio, don o favor que se nos hace sin merecimiento particular», en referencia a donaciones, mercedes concesiones o similares. En la segunda, como «el perdón o remisión que se concede a un delincuente librándole de la pena que había merecido». Luego para completar el concepto se remonta a Partidas (VII, 32, 3), que distinguía entre misericordia, merced y gracia. En virtud de la primera, el rey movido por la piedad para con el reo o su familia, le perdona la pena merecida. Por su parte, merced es el «perdón que el Rey concede al reo por el mérito de algún servicio que él o sus ascendientes le hicieron»; y «la gracia no es propiamente perdón, sino un don gratuito que hace el Rey, pudiendo con derecho excusarse de hacerlo si quisiera»22. Es decir, en el concepto general de gracia de la ley de Partidas encontramos su carácter de perdón de la pena por compasión o por méritos, quedando la gracia stricto sensu fuera de esa concepción penal aunque sí como merced real.

			Por su parte el indulto es definido como:

			«La facultad o el privilegio concedido a alguno para que pueda hacer lo que sin él no podría; y la gracia por el cual el superior remite la pena en que el inferior ha incurrido, o exceptúa y exime a alguno de la ley o regla o de cualquier obligación»23.

			De nuevo se remite a Partidas (VII, 32, 1) en la segunda voz de indulto que recoge en su Diccionario, para definirla como «la condonación o remisión de la pena que un delincuente merecía por su delito». Es decir, presupone la existencia de un delito y de una pena impuesta por el mismo. De otra parte, distingue entre el indulto general y el particular. Se denomina general al concedido a toda clase de reos, fuera de los exceptuados de la gracia, y aun el que se concede solo a los de cierta clase, como a los contrabandistas, a los desertores, o a los delincuentes políticos. Es decir, que en este supuesto no se otorga ni por compasión, ni como premio, sino por

			«causa justa o motivo plausible, v. gr., por una victoria importante, por el ajuste de una paz ventajoso, por el nacimiento del príncipe heredero, por su matrimonio, por su exaltación al trono, por el feliz alumbramiento de la Reina, por la terminación de una guerra civil, o por cualquier otra ocasión de regocijo público en que se quieren tomen partido los que no se han hecho del todo indignos de él».

			Por supuesto, quedaban excluidos del mismo una serie de delitos que eran considerados extraordinariamente graves.

			Por su parte, como «indulto particular o especial se denomina el que se otorga a alguna persona determinada», y que se concede por una razón especial, tal como servicios importantes prestados al rey o a la nación,

			«por los que todavía pueden esperarse de sus virtudes, de su valor, de su talento o de otras prendas que le adornen; por su extraordinaria habilidad en alguna ciencia o arte; por ruego de sus propios jueces o de muchos vecinos del pueblo de su residencia que recomiendan sus méritos o loable conducta; por haber sido el delito mero efecto del impulso de una pasión y no de la perversidad; por compasión hacia su familiar; por ofrecer el perdón un estímulo a la virtud y no un incentivo a la maldad; por alguna otra razón de utilidad público, o en fin, por pura gracia» (Partidas IV, 18, 12 y VII, 32, 1 y 3).

			Es decir, que a la vista del elenco de circunstancias a tener en cuenta para su concesión, lo que definía al indulto particular era su carácter individualizado y personalísimo en atención a cualquiera de las circunstancias enunciadas que eran muy abiertas en cuanto a su consideración. Entre estos indultos particulares incluye también nuestro autor «el indulto anual del Viernes Santo», que era acostumbrado conceder con motivo de esa celebración religiosa.

			Finalmente, la amnistía era definida por Escriche como «la gracia del soberano, por la cual quiere que se olvide lo que por algún pueblo o persona se ha hecho contra él o contra sus órdenes; o bien el olvido general de los delitos cometidos contra el Estado»24. Aquí nos cita al ministro de Carlos X de Francia, conde de Peyronnet, que estableció la diferencia con el perdón. La amnistía, decía, es abolición, olvido; en tanto que el perdón es indulgencia, piedad. La amnistía no «repone sino que borra», por su parte el perdón «no borra nada, sino que abandona y repone». En términos bastante ejemplificadores proporciona una idea cabal de las diferencias entre ambas modalidades de gracia, que el citado conde establece en extenso elenco, el cual es interesante ofrecer aquí por la virtualidad que tienen, muchas de ellas, de cara a entender su diferente naturaleza jurídica, incluso en la actualidad. Bastante clara queda en esa relación la finalidad política de la amnistía frente a la judicial del indulto25.

			Por otro lado, el mismo Peyronnet ofrece algunos consejos sobre el manejo político de ambas instituciones que ofrecen interés. Así recomienda que los gobernantes sean muy hábiles a la hora de diferenciar la amnistía del perdón, ya que la amnistía a veces es —dice— un acto de justicia y otras de prudencia y de habilidad. Añade que en ocasiones el Estado ha sacado mejor partido de la amnistía que aquellos a quienes se la concedió. «Hay en la amnistía, mucho más que en el perdón, un sello de generosidad y de fuerza que impone al pueblo y da fama al príncipe». En todo caso, apuntaba que en la política se cometían crímenes que no eran merecedores de amnistía ni perdón; otros merecen perdón, pero «lo mejor es siempre sepultarlos en una amnistía».

			El propio Escriche escribió que en ocasiones en los delitos complejos que nacían del espíritu de partido, «conviene las más veces echar un velo que los cubra, porque la sociedad perdería más con la ejecución de la pena que con la impunidad». No puedo resistirme a ofrecer su argumentación por la «contemporaneidad» que ofrecen sus reflexiones.

			«La ley penal en materias políticas persigue a veces delitos de mal imaginario, suele dar lugar a procedimientos errados, abriendo la puerta a la influencia de las pasiones antipáticas, corre el peligro de envolver en su esfera un número inmenso de personas, llevando a un punto espantoso el mal derivativo y el de la alarma, y se expone por consiguiente más de una vez a producir o aumentar el mal que quería evitar. Se ha visto en tiempo de facción formarse conspiraciones al pie del cadalso en que caían las cabezas de conspiradores o sediciosos; y en tiempos de amnistía se ha visto, por el contrario, restablecerse el orden y entrar todo el mundo en la línea de sus deberes».

			Finalmente, su consejo era que esta facultad de conceder amnistías se utilizase con discreción, porque si se prodigaban era terreno abonado para la comisión de más delitos políticos, incentivando las conspiraciones. Como siempre, era mejor el justo medio y la prudencia del gobernante. De sus palabras, se pueden extraer interesantes conclusiones sobre algunas situaciones políticas de nuestro tiempo, que si bien utilizaron la figura del indulto «político» y no propiamente la amnistía, de momento consiguieron apaciguar y desmovilizar los ánimos de quienes atentaron con el Estado, es decir, cumplieron eso que las palabras de Escriche aventuraban en relación a evitar las «conspiraciones al pie del cadalso» o, si se prefiere, a ofrecer mártires presos a la causa política que pudiese dar más argumentos en favor de una acción ilegal.

			Sobre la cuestión del carácter político de las amnistías y los indultos generales, García Mahamut indica que «han sido entendidos como actos políticos en los que resultaba preciso combinar la clemencia con la conveniencia pública», lo cual no significó la exención de la necesidad del cumplimiento de una serie de requisitos, aun cuando siempre habría de primar en su concesión no las circunstancias personales, ni razones de equidad o justicia, sino más bien un conjunto azaroso de motivos varios, tal y como hemos visto26.

			Esta autora concreta que a partir del Código penal de 1870 la distinción de las amnistías con relación al indulto venía determinada por los efectos que produce. Desde que se admite en el citado Código la extinción de la responsabilidad criminal tanto por los indultos como por las amnistías, es ese Código y los sucesivos los que nítidamente distinguieron sus efectos. Así, la amnistía extingue la pena y todos sus efectos, en tanto que el indulto es más reducido en su eficacia, pues afecta a la pena pero no a otras consecuencias establecidas en la condena27.

			Resultaría de particular interés un análisis iusfilosófico del indulto al que no dedicamos espacio en estas páginas al exceder del propósito de nuestra investigación. Pero no podemos soslayar unas referencias para el lector que se pregunte si a estas alturas de la historia y de la justicia, la gracia todavía puede encontrar amparo en los conceptos de equidad, clemencia o utilidad pública. Sirva ello para dejar testimonio de lo difícil que puede ser continuar aceptando pacíficamente la utilización de estas figuras jurídicas. Baste señalar lo apuntado por Ruiz Miguel como reflexión de presente:

			«En la equidad la gracia se da la mano con la justicia o, más precisamente, con una forma de justicia indulgente que modera la justicia rigurosa. En la clemencia, entendida restrictivamente con compasión o misericordia, la gracia se presenta en contraste con la justicia y la igualdad, lo que resulta de difícil justificación salvo mediante una regulación legal específica de algunos supuestos… Y, en fin, por la utilidad pública, que apela al interés general, la gracia puede justificarse como una excepción a la justicia en situaciones críticas, sea de naturaleza fundacional (justicia transicional y restaurativa), o sea por otros motivos de especial y grave necesidad»28.

			Sus acertadas reflexiones nos ponen frente al espejo no solo de la conceptualización de estas medidas de gracia, sino hasta la de platearnos la dicotomía gracia versus justicia y la necesidad de dotarla de un carácter ciertamente basado en la excepcionalidad y la «extraordinariedad», valga la expresión, frente a la generalidad o la excesiva habitualidad en su empleo. Lo que necesariamente habría de llevar a los legisladores a ir introduciendo progresivamente limitaciones y reglamentaciones en su ejercicio, si bien, desde siempre ha permanecido un margen más o menos amplio para la discrecionalidad, como iremos indicando.

			No obstante, todo este recorrido histórico de los conceptos englobados bajo la general acepción de la gracia, creo necesario finalizar este apartado conceptual ofreciendo la concepción actual que presenta, en mi opinión, el más certero de los estudios de derecho presente publicados hasta el momento. En tal sentido, para Aguado Renedo, aunque hay una clara ausencia de definición jurídica de esta institución, se podría emplear una definición intuitiva, como parte del acervo común de los conceptos relacionados con el derecho, a los que no se hace preciso ofrecer una cláusula definitoria. De acuerdo con ello, este autor propone entender la gracia como «la potestad de un órgano en cuya virtud puede beneficiar discrecionalmente a los individuos respecto de las consecuencias desfavorables que les acarrea la aplicación de las normas jurídicas». De modo que es el ejercicio discrecional de un órgano al que le corresponde desempeñarlo pero sin que esté obligado a hacerlo, a diferencia de otras figuras como la libertad condicional u otras rebajas de condena tasadas por la ley. Los motivos de esa discrecionalidad pudieran ser los mismos que los de estas figuras, pero no necesariamente han de coincidir, como de hecho sucede en las concesiones de gracia de índole general29.

			Estas medidas de gracia se pueden subdividir en dos tipos, siguiendo a este mismo autor. Unas se aplican a colectivos indeterminados, independientemente de quiénes sean los sujetos que los integran y al margen de las acciones cometidas, en cuyos casos es únicamente la voluntad del concedente la que las une. Estos suelen ser los casos de indultos o amnistías generales concedidos con motivo de los cambios de régimen. En otro tipo, la gracia sí se dirige a individuos determinados, en mayor o menor número, a los que une un mismo tipo de acción cometida o una misma condición personal o el cumplimiento de una misma pena, al margen del motivo del otorgante. Estas son las amnistías generales concedidas cuando hay una situación especial gravedad, que exige el olvido por la imposibilidad de aplicación de la ley penal, por ejemplo, una guerra civil, una rebelión popular o una catástrofe grave. Y, al margen de todos estos supuestos, se encuentra la medida de gracia que no está determinada por las circunstancias y que se funda en la voluntad del concedente de exonerar individualizadamente de las consecuencias totales o parciales de la pena30.

			En cuanto al indulto, podemos distinguir el general del individual. El concepto del primero es el «que se proyecta sobre un conjunto indeterminado de individuos, que poseen en común haber cometido una misma acción delictiva, o bien estar sufriendo un mismo tipo de pena con independencia de la causa». En contraposición al indulto particular no se toman, pues, en cuenta las condiciones singulares del receptor de esta medida de gracia. El general, se caracteriza por la inconcreción de los beneficiarios31.

			Entonces, ¿en qué se diferencia el indulto general de la amnistía, pues en ambos casos hay inconcreción en la determinación de los beneficiarios? Es el modo de ejercicio de ambas lo que las diferencia, la amnistía debe ser concedida por el órgano legislativo y el indulto general por el ejecutivo, la diferenciación es «en la propia forma de administración de la gracia, pues la amnistía es la propia ley; mientras que en el indulto general lo que adopta la forma de ley es la autorización, pero no el ejercicio mismo del indulto»32. Y, en cuanto a sus efectos, la amnistía los tiene más amplios que el indulto, pues no necesariamente hace precisa, por ejemplo, la existencia de procedimiento, sentencia o pena impuesta, sino que puede actuar con carácter previo a todo procedimiento, recabando sus efectos solo respecto de la mera acción.

			Y, finalmente, el indulto particular es ya definido por exclusión de todo lo demás. Ni es ejercido mediante ley, ni requiere autorización previa del legislativo, esto por lo que se refiere a su otorgamiento en nuestro actual sistema constitucional. Tampoco por la cantidad de beneficiarios, sino en la singularidad identificativa de los mismos. Así que es el concepto uti singuli el que lo define. Por tanto, pueden beneficiarse todos excepto, según la ley vigente, que indicaremos, los no condenados por sentencia firme, los huidos de la justicia y los reincidentes. Aunque también la regla general admite algunas excepciones. En el periodo que vamos a estudiar siempre habrá excepciones, quizá muchas, a toda regla general. Muchas veces se tiene la sensación de que es la voluntad política la que modulará el contenido de las diferentes fórmulas empleadas a lo largo de la agitadísima vida política de los siglos XIX y casi la mitad del XX.
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			CAPÍTULO 3

			
ANTECEDENTES LEGISLATIVOS EN LA NOVÍSIMA RECOPILACIÓN: PRIMEROS BORBONES

			El último cuerpo legal del Antiguo Régimen que todavía tiene vigencia en el siglo XIX y que irá siendo derogado conforme se vayan publicando nuevos textos normativos a lo largo de esa centuria, será la Novísima Recopilación de Leyes de España que, como es sabido, recoge de un modo anacrónico para su época buena parte de las normas que se encontraban vigentes desde la Baja Edad Media hasta su publicación en 1805. Sirva, pues, de antecedente a la regulación de la que será objeto el indulto a partir de los textos legales que irán apareciendo de acuerdo con los nuevos postulados de la época que se inicia en los primeros años de este siglo.

			La Novísima Recopilación de las Leyes de España1 recoge en su Tomo I, libros I y II varias referencias a los indultos en materia eclesiástica que no vamos a considerar relacionados con el objeto de nuestro estudio. La primera norma en materia de indulto en el ámbito secular recogida en este cuerpo legal, viene establecida en el decreto real de Felipe V de 9 de julio de 1715, donde establecía el «Modo de proceder la Cámara de Castilla en los indultos y gracias, y en las consultas a S.M.»2. En la misma se ordenaba que dicha institución no indultase, sin expresa orden real, cuentas de arbitrios, al tiempo que se establecía que diera cuenta al fiscal «de lo tocante a indultos y demás gracias, para que haga las instancia que juzgare convenientes». Se ordenaba que todas las consultas tanto del Consejo de Castilla como de la Cámara real se elevasen al rey firmadas por todos los ministros que las acordasen, reservándose el monarca

			«dar en adelante otras reglas, que puedan mejor facilitar los aciertos de un Consejo, cuyas determinaciones, acuerdos y consultas deben mantener asegurada la Justica, la Gracia y los derechos de la Corona».

			El derecho de gracia, como es sabido, venía configurado desde la Edad Media como una de las prerrogativas fundamentales de la autoridad real lo que reiteradamente se había venido exponiendo por los monarcas desde entonces en diferentes normas y disposiciones3. Tal y como señala Ruiz Miguel, incluso desde antes de la aparición de este concepto que se sitúa en el siglo XVI, cuando nos dice que «Bodino configura “el poder de conceder gracia a los condenados por encima de las sentencias y contra el rigor de las leyes” como uno de los atributos de la soberanía». Desde Roma, donde aparece la indulgentia principis, y aún más allá en el Código de Hammurabi y en la Atenas del período helenístico. En estos antecedentes, la gracia se basa en la idea de soberanía en contraposición a las ideas de gracia y justicia que hoy día se plantean en el Estado de Derecho4. Interesa destacar cómo este autor trata de considerar si la gracia tiene hoy día alguna justificación bajo los conceptos de equidad, clemencia y utilidad pública, pero en nuestro análisis histórico por el momento dejaremos apartadas estas consideraciones hasta más adelante.

			En otro orden de cosas, se estableció por Felipe V en 1715 una prohibición general de indulto a la visitas y residencias de escribanos «por los gravísimos perjuicios que de ello pueden resultar a la causa pública», impidiendo así que se omitiese la fiscalización debida a la actuación de estos oficiales5. Es decir, precisamente para el control a posteriori de la actividad de los oficiales públicos, se prohibía el indulto a los mismos en caso de ser condenados por dichas actividades. La razón a ello quizá debamos encontrarla en el hecho de que desde la corona se tomaba conciencia de la cercanía y la posible existencia de vínculos de intereses de algunos de estos oficiales con otros funcionarios públicos, altos cargos e incluso con el propio circulo más próximo al rey, con lo que ese deseo expresado en forma de norma vendría a intentar fijar un límite a una posible inmunidad de los residenciados culpables.

			En el ámbito de la regulación de la Administración local nos encontramos con alguna disposición que, a la hora de fijar la actividad de la contaduría de provincias, establecía que el intendente velase porque dicho organismo tuviese al día sus cuentas y que el contador y los oficiales no prefiriesen unos pueblos sobre otros «en el despacho», merced a la recepción de «propinas ni agasajo». De modo que si esto sucedía, debía aquel dar cuenta al fiscal para que lo elevase al consejo «para su castigo, en que no habrá el menor indulto»6. Era frecuente que en algunas disposiciones específicas se limitase el ejercicio del indulto para dotar de mayor poder sancionador a la norma, fijando un grado más en la gravedad de la sanción prevista y sustrayendo esta prerrogativa a cualquier órgano sancionador.

			Continuando en el ámbito municipal, Carlos III en respuesta a una consulta del Consejo de Castilla dispuso la nulidad de las bajadas de precios de los abastos de bienes hechas por los Ayuntamientos, si estas habían sido como resultado del empleo de fuerza y violencia. Al parecer no eran infrecuentes, ante la carestía de los medios de subsistencia, las asonadas populares en las que algunos pueblos obligaban a los funcionarios municipales a «abaratar los abastos, solicitando luego se les concedan indultos de estos excesos por los mismos medios violentos». Ello no solo tenía ocasión en relación con los precios de los bienes, sino «a otras pretensiones contra la subordinación debida a la autoridad». Así, pues, «y a fin de desengañar a la plebe, para que no caiga en excesos tan sediciosos», confiada en la concesión de «indultos y perdones que nada la aprovechan», se declaraba nula cualquier bajada de precios obtenida de Ayuntamientos y funcionarios por medio de la violencia y la fuerza. Y no solo declaraba ineficaces los indultos concedidos por los propios oficiales y Ayuntamientos a quienes hubiesen actuado de este modo, sino que recordaba que la materia de indulto era competencia exclusiva del monarca7.

			Esta norma es objeto de un desarrollo más completo en otra ley de Novísima, en la que se recoge con detalle la «Nulidad de los indultos concedidos por los Magistrados, Ayuntamientos y otros con motivo de asonadas y alborotos; y execucion de las penas impuestas por las leyes a los reos de estos delitos», del mismo auto acordado dictado por Carlos III8. De inicio declara ineficaces los indultos o perdones concedidos por magistrados o ayuntamientos a los «perpetradores, auxiliadores y motores de asonadas y violencias», debido a que eran materias reservadas a la jurisdicción real. Es interesante ver la precisión que contiene el tipo delictivo del delito de sedición contemplado en esta norma real, tanto por la calificación de este, como por la fundamentación filosófica del mismo, en la medida que afirma que este delito supone la ruptura del pacto social entre el rey y los súbditos sediciosos, por lo que ni el delito prescribirá, ni las consecuencias de este podrán ser borradas durante toda la vida del condenado por dicho delito en cualquier grado de participación9. En las siguientes leyes se regula el procedimiento a seguir por los justicias y magistrados en los motines, desórdenes populares o desacato a los oficiales, estableciendo la derogación de todo fuero que pudiese amparar a los causantes. Se ordenaba que de advertirse la existencia de cualquier «bullicio o resistencia popular», las autoridades competentes debían publicar un bando para que «incontinenti se separen las gentes que hagan el bullicio», así como otras medidas que facilitasen el cese de la actividad disidente y sediciosa. Una vez publicado el bando citado, se recoge la posibilidad de que «todos aquellos bulliciosos que obedecieren» y se retirasen pacíficamente poniendo fin a su actitud sediciosa, fuesen indultados. No así los autores «del bullicio o conmoción popular, pues en cuanto a estos no ha de tener lugar indulto alguno»10.

			Se recogen también otras prohibiciones de indulto en diferentes materias sancionadoras de ámbito municipal y que van referidas a cuestiones relacionadas con la repoblación de montes y bienes del común y las sanciones y multas que no podían ser objeto de dicho indulto11. Se encuentran también algunas disposiciones relativas al indulto, pero entendido como exención tributaria por determinados derechos y exacciones de aduana relativos a los movimientos monetarios y que no tienen relación con el objeto del presente libro12.

			En otro ámbito, en relación con las normas «para la persecución y castigo de los gitanos», encontramos la pragmática de Felipe V de 1717 reiterando otra de Carlos II de 1695 reguladora del «modo en que deben vivir» estos13. En la misma se establece el indulto de la pena de muerte prevista para los gitanos que anden en cuadrilla y armados, para aquel de ellos que entregase a la justicia «a otro compañero suyo convencido del mismo delito», siempre y cuando este no tenga ninguna eximente o atenuante punitiva, tales como la menor edad, embriaguez u otras previstas en la pragmática y que le eximiese de la pena máxima. En tal supuesto, el delator quedaría libre de la pena «que por aquel delito hubiere incurrido, y no sea mas por ella molestado». No solo se establecía esta previsión para el supuesto indicado, sino también para el caso en que los gitanos «unidos y armados» ya hubiesen cometido cualquier robo o delito, «pues qualquiera de los cómplices, entregando preso a otro compañero, ha de poder indultarse».

			En relación con los miembros de etnia gitana, se determinó por decreto de 29 de octubre de 1784 en ejecución de la pragmática de 19 de septiembre de 1783, la concesión de indulto general para

			«todos los llamados gitanos, y demás delinqüentes vagantes, desertores y contrabandistas que en el término de noventa días se presentaran, y retirasen a sus casas, fixando domicilio, y aplicándose a oficio u ocupación honesta»14.

			Para el resto de bandidos y salteadores de caminos que anduviesen en cuadrilla y que no hubiesen atendido reiterados requerimientos para cesar en su modo de vida, Felipe IV estableció la posibilidad de que cualquier persona pudiese tanto prenderlos como matarlos libremente. Si bien la pragmática fijaba un plazo de dos años a partir de su publicación15 para que, si alguno de ellos «prendiere o matare, y entregare» a cualquiera de sus cómplices se le perdonase la pena de muerte y todos sus delitos, salvo que se tratase del delito de herejía, lesa majestad o moneda falta, pues estos «es nuestra voluntad, que por ningún caso sean perdonados». Más curiosa es la previsión que establece para el supuesto de que el que entregase a los bandidos, vivos o muertos, no hubiese cometido otro delito y además fuese el jefe de la cuadrilla, pues a este se le otorgaba la posibilidad de proponer el indulto para dos de los miembros de su cuadrilla, «y si no fuese cabeza de quadrilla, se le conceda el indulto para un delinqüente», salvo que se tratase de alguno de los tres delitos antes citados.

			Para los que encubriesen o ayudasen a los salteadores y bandidos, también se fijaba el indulto de la pena de muerte que les correspondería por ese delito de encubrimiento y auxilio al delincuente, si los entregasen vivos o muertos «porque en este caso queremos, que goce del indulto, y le sea remitida la pena en que había incurrido, como por la presente se la remitimos y perdonamos»16.

			La necesidad de galeotes para los barcos del reino determinó que Felipe IV prohibiese la concesión de indulto de cualquier tipo a los condenados a galeras o a los que cumplían condena en los presidios de África para que tampoco pudiesen trasladarse a la Península, impidiendo igualmente la visita a estos reos y la remisión o conmutación de sus penas, salvo por orden real17. En este caso se trata de una utilidad pública del indulto en sentido inverso, al ser necesaria la presencia de estos reos tanto en galeras como en presidios por la escasez de condenados para estos destinos, el monarca limitó extraordinariamente la posibilidad de la concesión de indulto reservándoselo exclusivamente a su competencia.

			Aparte de estas normas que aparecen diseminadas a lo largo de este cuerpo legal, hay todo un título en el libro V, el XLII, dedicado por completo a la cuestión bajo la rúbrica «De los indultos y perdones Reales». Comienza este título reproduciendo una ley del ordenamiento de Alcalá dada por Juan I en 137918, en la que ofrece, de modo algo lacónico, el ámbito y la justificación que tenía la materia de indultos y perdones. Se afirmaba que podían ser objeto de perdón general o especial todos los delitos, salvo los de «aleve o traición, o muerte segura», porque de ese modo «entendemos que cumple a nuestro servicio, y a pro de nuestros Reynos». Es decir, el indulto o el perdón existían con la finalidad de ser un instrumento útil para la propia monarquía.

			En la segunda de las leyes de este título se contempla otra ley de Juan II de 144719 en la que se fijan los requisitos formales que debe cumplir la declaración de perdón real de manera que para que sea eficaz debe ir en «carta firmada de nuestro nombre, y sellada con nuestro sello, y escrita a mano de Escribano de nuestra Cámara, y firmada en las espaldas de dos de nuestro Consejo». Además, debía cumplir otra serie de condiciones formales que dejasen claro el alcance del perdón concedido y se recomendaba que los perdones a conceder cada año «se guarden para el Viernes Santo de la Cruz». El confesor real era el encargado de presentar en Semana Santa la relación de propuestas de indulto, que no debían superar la veintena. En todo caso, se reservaba el monarca la posibilidad de conceder otros «por algunas causas cumplideras a nuestro servicio», fuera también de estas fechas siempre cumpliendo los requisitos formales ya indicados. En nota a la citada ley se recoge un decreto de la Cámara regia de 30 de marzo de 1757 en el que se establecía que anualmente se solicitase a cada Chancillería dos «indultos de Viernes Santo» para causas de reos condenados a pena de muerte, pero que no fuesen

			«de aquellas en que no haya parte que pida, ni intervenga asesinato, robo, u otro de aquellos delitos feos y enormes indignos de perdón por sus circunstancias, y por la vindicta pública, si esta se interesa gravemente en el castigo».

			En otra norma de los Reyes Católicos de 1480, que figura como Ley IV de la Novísima se daban instrucciones concretas para el perdón e indulto de los delitos cometidos para quienes prestaban sus servicios en lugares de frontera, siendo mayor el alcance del perdón real y la gravedad de los delitos indultables cuanto más próximo al lugar de «frontera de moros» estuviese el posible beneficiario y mayor fuese el tiempo de servicios prestados en dicho lugar20. En las normas siguientes, pertenecientes a diferentes monarcas y épocas, se repiten algunas limitaciones a la concesión de indultos ya vistas, como la referida a los reos de galeras; formalismos para solicitar determinados tipos de indulto parcial por parte de los «reos rematados a presidio» por razones de edad o enfermedad o méritos de servicios de guerra, o la prohibición de conceder indulto a «los vagos destinados a las Armas, Marina y hospicios o casas de misericordia para que se apliquen al trabajo»21.

			Como puede apreciarse en esta recopilación de normas, recogidas sin un criterio sistemático en un cuerpo legal, que resultaban completamente anacrónicas con las concepciones de una cultura jurídica nueva y de la nueva sociedad que alumbraba el siglo XIX, la tónica general de las que hemos visto, es el afán de los reyes de dejar clara su competencia suprema para la concesión del indulto y el carácter excepcional del mismo a su voluntad; y sus limitaciones en cuanto a la concesión a delitos particularmente graves con especial referencia a aquellos, como la sedición, que podían atentar contra el propio poder real.

			
				
					1 Utilizo la edición de Madrid, Imprenta La Publicidad a cargo de M. Rivadeneira, 1849.

				

				
					2 Nov. Rec. Tomo II, lib. IV, tít. IV, Ley V (Nueva Recopilación [en adelante, N. R.], lib. II, tit. IV, cap. 21 del auto 71).

				

				
					3 MARONGIU, A., «Un momento típico de la Monarquía medieval: el Rey juez», en Anuario de Historia del Derecho Español, XXIII, 1953, pp. 677-715.
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					5 Nov. Rec. Tomo III, lib. VII, tít. XV, Ley XXV (N. R. lib. IV, tít. XXV, aut. XXIV).

				

				
					6 Nov. Rec. Tomo III, lib. VII, tít. XVI, Ley XXX. Circular del Consejo de Castilla de 13 de marzo de 1764, y posterior resolución de Carlos IV dirigida al Consejo de 18 de diciembre de 1804.
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